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 *20221180813471* 

 Al contestar por favor cite: 
Radicado No.: 20221180813471 

Fecha: 17-05-2022 
Señores 

JUZGADO 016 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

E. S. D. 

 

Radicación: 11001333501620220006000 

Acción: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: NELCY CONSUELO HERRERA HERNANDEZ 

Demandados: Nación –Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones 

Sociales del Magisterio 

Asunto: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 

 

Respetado Señor Juez, 

 

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ, mayor de edad y vecina de la ciudad de Bogotá, identificada con Cédula de 

ciudadanía número 1.118.528.863, expedida en la ciudad de Yopal- Casanare, abogada en ejercicio y titular 

de la tarjeta profesional número 278.713 del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en mi calidad de 

apoderada de la parte demandada NACION – MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL - FONDO NACIONAL 

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, como apoderada sustituta del Dr. LUIS ALFREDO SANABRIA 

RIOS, , identificado con cedula de ciudadanía No. 80.211.391 de Bogotá D.C., en su calidad de Representante 

Judicial en la Defensa de los intereses del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, en los procesos judiciales 

que en su contra se adelanten con ocasión de obligaciones a cargo del FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO, de acuerdo con la certificación suscrita por la Representante Legal de 

FIDUPREVISORA S.A,  de fecha 21 de febrero de 2019, y según el Poder General que le fue otorgado mediante 

Escritura Pública N° 522 del 28 de marzo de 2019 adicionada por la escritura N. 480 del 8 de mayo de 2019, 

que lo faculta para otorgar poderes especiales a los abogados que asuman la defensa judicial, muy 

comedidamente comparezco ante el Despacho a su digno cargo, dentro del término legal de traslado para 

contestar la demanda presentada  mediante apoderada judicial, con fundamento en lo establecido en el 

artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

I. A LAS PRETENSIONES 

 

Actuando en nombre y representación de la NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, me opongo a TODAS Y CADA UNA DE LAS 

PRETENSIONES SOLICITADAS EN LA DEMANDA, SUS DECLARACIONES Y CONDENAS, por carecer de 

fundamentos de derecho, debiéndose absolver a mi representada de lo pretendido en esta instancia, y en su 

lugar imponer condena en costas a la actora. 

 

1. Me opongo, a que se declare la existencia del acto ficto que siquiera ha nacido a la vida jurídica tal y como 

se pretende. 
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2. Me opongo, a que se  declare la nulidad de la resolución No. 2021553375 expedida por el ente territorial., 

toda vez que el acto administrativo expedido por el ente territorial se encuentra revestido de los 

principios del Derecho Administrativo y del sistema de seguridad social tanto en salud como en pensiones. 

3. Me opongo, como quiera que la parte actora no sustentó en debida forma la existencia del acto ficto o 

presunto que pretende se le declare frente a la petición radicada, referente al reconocimiento y pago de 

la prima de mitad de año, de conformidad a lo estipulado con el Código de Procedimiento Administrativo 

y de lo Contencioso Administrativo. 

4. Me opongo, a que se declare la nulidad los actos fictos, toda vez que si bien se lograr probar que el ente 

territorial guardo silencio dicho acto se encuentra revestido de los principios del Derecho Administrativo 

y del sistema de seguridad social tanto en salud como en pensiones. Y asi mismo me opongo, como quiera 

que ante la improcedente declaratoria de la existencia del acto ficto, deviene en improcedente la 

pretendida nulidad, aunado al hecho que no existe acto administrativo o sentencia judicial que ordene el 

pago por dicho concepto. 

4.1 Me opongo, toda vez que las decisiones emitidas por el ente territorial se encuentran revestido 

bajo los principios del Derecho Administrativo y del sistema de seguridad social en pensiones, aunado 

a que lo anterior, de efectuar dicho reconocimiento desconocería abiertamente el precedente 

jurisprudencial actual del máximo Órgano de cierre de lo contencioso administrativo. 

 

4.2 Me opongo, a que se condene a la NACION – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO,  al reconocimiento y pago del reajuste de las mesadas 

pensionales incluyendo todos los factores salariales que está alegando la parte actora, especialmente 

la prima especial y la prima de navidad, toda vez que la administración desconocería abiertamente el 

precedente jurisprudencial actual del máximo Órgano de cierre de lo contencioso administrativo. 

 

4.3 Me opongo, me opongo igualmente a que se reconozca, y pague a la parte demandante la prima 

de junio, toda vez que para el reconocimiento unos requisitos sine qua non, que de no cumplirse se 

hace imposible acceder al derecho deprecado 

. 

 

5. Me opongo, pues ante la improcedencia del reajuste y/o reintegro de las pretensiones precedentes, 

deviene en improcedente lo solicitado en este numeral. 

 

6. Me opongo, a la indexación respecto de las sumas que en su sentir, el apoderado de la parte actora se 

adeudan, como quiera que mi representada no adeuda suma alguna por ningún concepto pretendido en 

esta instancia procesal. 

 

7. Me opongo, de modo que la legislación es clara al afirmar que se tiene el Derecho a la legítima defensa y 

por ende no se debe condenar en costa si no hay gastos en los que hizo incurrir la parte vencida de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 365 Código General del Proceso. 

 

I. FRENTE A LOS HECHOS 

 

PRIMERO: La referencia en mención ES CIERTA, en tanto se verifica con los medios de prueba documentales 

arrimados al expediente con el escrito de demanda, y particularmente con la copia de la cedula de ciudadanía. 
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SEGUNDO: No le constan a mi representada, teniendo en cuenta que dichas aseveraciones solo pueden ser 

confirmadas por la entidad territorial, quien es el ente que retiene el expediente administrativo, por lo tanto, 

nos acogemos a lo que se pruebe en el proceso. 

 

 TERCERO: La referencia en mención ES CIERTA, en tanto se verifica con los medios de prueba documentales 

arrimados al expediente con el escrito de demanda, y particularmente resolución de reconocimiento. 

 

CUARTA: La referencia en mención NO ES UN HECHO, en tanto no constituye fundamento fáctico de las 

pretensiones que se elevan con el medio de control, y se circunscribe a una referencia normativa. 

 

QUINTA: No es un hecho, es una apreciación subjetiva realizado por la actora, por lo tanto, nos acogemos a 

lo que se pruebe en el proceso. 

 

SEXTO: La referencia en mención NO ES UN HECHO, como quiera que la parte actora no sustentó en debida 

forma la existencia del acto ficto o presunto, es una apreciación su subjetiva realizada por la parte 

demandante y la cual debe ser probada en el transcurso del proceso. 

 

SEPTIMO Y OCTAVO: No son unos hechos, son apreciaciones realizadas por la parte demandante y es la 

descripción e interpretación –por sustracción de materia. 

 

NOVENO: No es un hecho, Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 

solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P., en el cual corresponde a la parte actora 

probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 

 

 

III. FUNDAMENTO DE DEFENSA 
 

Como fundamento de esta defensa se tienen el siguiente recuento normativo y jurisprudencia que se pasa a 
exponer:  
 
SOBRE EL RÉGIMEN PRESTACIONAL APLICABLE A LOS EDUCADORES NACIONALES 
 
La Ley 100 de 1993, exceptuó del Sistema Integral de Seguridad Social contenido en ella, a los docentes 
afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, tal como lo expresa en su artículo 279:  
 

ARTÍCULO 279. EXCEPCIONES.  El Sistema Integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley 
no se aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, ni al personal regido por 
el Decreto ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia de la 
presente Ley, ni a los miembros no remunerados de las Corporaciones Públicas. 

 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 
creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o cualquier 
clase de remuneración. Este Fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales en 
favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el 
efecto se expida. 
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Por ello, las prestaciones sociales del magisterio se gobiernan por las disposiciones de la Ley 91 de 1989, “Por 
la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”. 
 
Esta situación jurídica se reiteró con las Leyes 60 de 1993 y Ley 115 de 1994, que definieron el régimen 
prestacional aplicable a los docentes nacionales o nacionalizados, así:  
  
 
Ley 60 de 1993, artículo 6º:  
  

“El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados que se 
incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y las nuevas 
vinculaciones será el reconocido por la Ley  91 de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas serán 
compatibles con pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. El personal docente de 
vinculación departamental, distrital y municipal será incorporado al Fondo Nacional de Prestaciones 
del Magisterio y se les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial. 

  
Ley 115 de 1994, artículo 115: 
 

“Régimen especial de los educadores estatales. El ejercicio de la profesión docente estatal se regirá 
por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la presente Ley. El régimen 
prestacional de los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 1989, en la Ley 60 de 1993 
y en la presente ley”… 

 
Al respecto, la Ley 91 de 1989 señaló en su artículo 15, que el reconocimiento de las prestaciones sociales de 
los docentes nacionales vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, se efectuará de acuerdo con el régimen 
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial; en tanto que, para los docentes 
nacionalizados vinculados a partir del 1 de enero de 1990, se rigen por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, reguladas anteriormente por los Decretos 3135 de 1968, 1848 de 
1969 y 1045 de 1978. 
 
En este sentido, dispuso:  
  

“ARTÍCULO 15.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y nacionalizado 
y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes disposiciones: 

  
1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han venido 
gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 

  
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de las 
prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 
públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan 
en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

  
En este orden de ideas, el Decreto 3135 de 1968, “Por el cual se prevé la integración de la seguridad social 
entre el sector público y el privado y se regula el régimen prestacional de los empleados públicos y trabajadores 
oficiales”, y que cobijó a algunos servidores de los entes territoriales, preceptuó:   
 

“ARTÍCULO 27. Pensión de jubilación o vejez. El empleado público o trabajador oficial que sirva veinte 
(20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 55 años si es varón, o 50 si es mujer, tendrá 
derecho a que por la respectiva entidad de previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 
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jubilación equivalente al 75% del promedio de los salarios devengados durante el último año de 
servicio”. 

 
No obstante, con la expedición de la Ley 33 de 1985, las disposiciones del artículo 27 de decreto 3135 de 1968 
y aún las del literal b) del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945, fueron derogadas, siendo aplicable actualmente a 
los empleados oficiales de todos los órdenes, lo previsto en el artículo 1º y 25 de la Ley 33 de 1985, frente a 
la pensión ordinaria de jubilación. 
 
De otra parte, el artículo 81 de la Ley 812 de 2003, “Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003 
– 2006, hacia un Estado comunitario”, dispuso: 
 

“ARTÍCULO 81. RÉGIMEN PRESTACIONAL DE LOS DOCENTES OFICIALES. El régimen prestacional de los 
docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público 
educativo oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a 
la entrada en vigencia de la presente ley”... 

 
Siendo así las cosas, ha sido aceptado que el régimen prestacional de los docentes vinculados al servicio 
público educativo oficial, es el establecido para el magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a 
la expedición de la Ley 812, es decir, al 27 de junio de 2003.   
 
De lo anterior resulta que el régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 
es el aplicado a todos los empleados públicos regidos por la Ley 33 de 1985, en los términos del artículo 1º:  
 
“El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 
cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión 
mensual vitalicia de jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió 
de base para los aportes durante el último año de servicio…” 
 
En consecuencia a los docentes nacionales, se les debe liquidar su pensión con el 75% de los factores que 
hayan servido de base para calcular los aportes durante al último año de servicio. 
 
 
SOBRE LOS FACTORES SALARIALES Y SENTENCIA DE UNIFICACION SUJ -014 DEL 25 DE ABRIL DE 2019. 
 
En lo que respecta a los factores salariales que deben constituir el ingreso base de liquidación pensional, el 
artículo 3º de la Ley 33 de 1985, expresa:  
 
 

“ARTÍCULO 3º. Modificado por la Ley 62 de 1985. "Todos los empleados oficiales de una entidad 
afiliada a cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, 
ya sea que su remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como inversión." 

 
Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación de los aportes proporcionales a 
la remuneración del empleado oficial estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate 
de empleados del orden nacional: asignación  básica;  gastos  de  representación;  prima  técnica;  
dominicales  y  feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o 
realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 

 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán 
sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes”. 
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Posteriormente, la Ley 62 de 1985 dispuso en su inciso segundo del Artículo 1º, que: 
 

"Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales 
a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores cuando se trate 
de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, 
técnica ascensorial y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios 
prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. 
En todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre 
los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes. (…).” 
 

Frente a lo señalado por las normas trascritas, la interpretación que se dio a través de la jurisprudencia del 4 
de agosto de 2010 emitida por la Sección Segunda del Honorable Consejo de Estado1, concluyó que la base de 
liquidación debía incluir todos los factores salariales que emerjan de las prestaciones devengadas por la parte 
actora.  
 
No obstante, la anterior interpretación fue modificada por medio del reciente pronunciamiento 
jurisprudencial contenido en la sentencia de unificación del 28 de agosto del 20182, emitida por la Sala Plena 
de la misma corporación, donde se señala la necesidad de cambiar la jurisprudencia en la medida que, la que 
se venía aplicando contrariaba el principio de solidaridad en materia de seguridad social, así el Honorable 
Consejo de Estado, puntualizó:  
 

“…A juicio de la Sala Plena, la tesis que adoptó la Sección Segunda de la Corporación, 
en la sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, según la cual el artículo 3 de 
la Ley 33 de 1985 no señalaba en forma taxativa los factores salariales que conforman 
la base de liquidación pensional, sino que los mismos estaban simplemente enunciados 
y no impedían la inclusión de otros conceptos devengados por el trabajador durante el 
último año de prestación de servicio, va en contravía del principio de solidaridad en 
materia de seguridad social. La inclusión de todos los factores devengados por el 
servidor durante el último año de servicios fue una tesis que adoptó la Sección Segunda 
a partir del sentido y alcance de las expresiones “salario” y “factor salarial”, bajo el 
entendido que “constituyen salario  todas las sumas que habitual y periodicamente 
recibe el empleado como retribución por sus servicios” con fundamento, además, en 
los principios de favorabilidad en materia laboral y progresividad; sin embargo, para 
esta Sala, dicho criterio interpretativo traspasa la voluntad del legislador, el que, por 
virtud de su libertad de configuración enlistó los factores que conforman la base de 
liquidación pensional y a ellos es que se debe limitar dicha base…”. (Negrilla fuera de 
texto original).  
 

En idéntico sentido, consideró el Honorable Consejo de Estado3, que el cambio de unificación jurisprudencial, 
por medio de la cual indica que debe tomarse solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no 
pone en riego la garantía del derecho a la pensión del resto de los habitantes, si no por contrario asegura la 
viabilidad financiara del sistema; al respecto señaló: 
 

                                                           
1 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda; C.P: Victor Hernando Alvarado 
Ardila; Rad: 25000-23-25-000-2006-07509-01(0112-09); Actor: Luis Mario Velandia, fecha del 4 de agosto del 
2010.  
2 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; C.P: César Palomino Cortés. Expediente: 
52001-23-33-000-2012-00143-01. Providencia del 28 de agosto del 2018.  
3 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; C.P: César Palomino Cortés. Expediente: 
52001-23-33-000-2012-00143-01. Providencia del 28 de agosto del 2018. 
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“…102. La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo considera que el tomar en cuenta 
solo los factores sobre los que se han efectuado los aportes, no afecta las finanzas del 
sistema ni pone en riesgo la garantía del derecho irrenunciable a la pensión del resto de 
habitantes del territorio colombiano, cuya asegurabilidad debe el Estado, en 
acatamiento de los principios constitucionales de universalidad y eficiencia. 
 
103. Por el contrario, con esta interpretación (i) se garantiza que la pensión de los 
beneficiarios de la transición se liquide conforme a los factores sobre los cuales se ha 
cotizado; (ii) se respeta la debida correspondencia que en un sistema de contribución 
bipartita debe existir entre lo aportado y lo que el sistema retorna al afiliado y (iii) se 
asegura la viabilidad financiera del sistema…”. (Negrilla fuera del texto original).  
 

La hermenéutica jurídica lleva a concluir que esta afectación financiera de la que habla la aludida sentencia 
de unificación y los criterios planteados para la fijación de la base de liquidación pensional, son factores que 
se deben extender al régimen pensional docente, precisamente para salvaguardar la estabilidad de dicho 
sistema.  
 
Finalmente señalar como fundamento principal de defensa, lo señalado por la contundente jurisprudencia 
SUJ-014, emitida por la Sección Segunda del Honorable del Consejo de Estado de fecha 25 de abril de 2019 
Consejero Ponente: César Palomino Cortés, con respecto al alcance de las reglas establecidas en la sentencia 
de unificación de agosto de 2018, aplicable al personal docente afiliado al Fondo de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, señalando lo siguiente: 
 

“(…)La Sección Segunda en su función unificadora, salvaguardando los principios constitucionales de 
igualdad y seguridad jurídica, acoge el criterio de interpretación sobre los factores salariales que se 
deben tener en cuenta para la liquidación de la mesada pensional en el régimen de la Ley 33 de 1985 
que fijó la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y sienta jurisprudencia frente a los factores 
que se deben tener en cuenta para la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes 
del servicio público oficial afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 
vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, fijando la siguiente regla:  
 
En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 
vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 
para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los factores que se 
deben tener en cuenta son solo los factores sobre los que se hayan efectuado los respectivos aportes 
de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se puede incluir ningún factor 
diferente a los enlistados en el mencionado artículo.” (subrayado fuera de texto). 
 
(…)” De igual manera, el mismo antecedente jurisprudencial, indica los factores y reglas a tener en 
cuenta, cuando se trata de docentes vinculados al servicio, con anterioridad y posterioridad a la 
entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, indicando en su parte resolutiva: 
 
“Primero: Unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado en el sentido de precisar lo siguiente: 

 

De acuerdo con el parágrafo transitorio 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, en concordancia con lo 
dispuesto en el artículo 81 de la Ley 812 de 2003,  son dos los regímenes prestacionales que regulan 
el derecho a la pensión de jubilación y/o vejez para los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial. La aplicación de cada uno de estos 
regímenes está condicionada a la fecha de ingreso o vinculación al servicio educativo oficial de cada 
docente, así:  
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a. En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados antes de la 
vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de 
jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985, los 
factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado los 
respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, y por lo tanto, no se 
puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo. 
 

b. Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pensional de 
prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos 
en dicho régimen, con excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Los 
factores que se deben incluir en el ingreso base de liquidación son los previstos en el Decreto 
1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones. (…)” 

 
Finalmente indicar, que las anteriores reglas y consideraciones establecidas por el máximo órgano judicial de 
lo contencioso administrativo, rigen y tienen fuerza vinculante de forma concomitante y retrospectiva 
respecto a la totalidad de conflictos de esta índole que se encuentren ya sea en etapa administrativa y judicial, 
y por ende no podrían apartarse de lo ya señalado por la presente sentencia: 
 

“(…) Segundo: Advertir a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta 
providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente obligatorio en los 
términos de los artículos 10 y 102 de la Ley 1437 de 2011, para todos los casos en discusión tanto en 
vía administrativa como judicial, toda vez que los efectos de la presente sentencia de unificación son 
retrospectivos, en atención a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.(…)” 
 

Por estas razones, deben denegarse las pretensiones de la demanda para en su lugar declarar probadas los 
medidos exceptivos que se pasan a exponer.   
 

1. RELATIVO A LOS DESCUENTOS EN SALUD 

La Ley 91 de 1989, en su artículo 8 estableció que, la gestión y pago de las pensiones, así como el 

procedimiento y prestación del servicio médico de salud de todos los docentes, estaría a cargo del FOMAG:   

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, estará constituido por los siguientes 

recursos: […] 

 

5. El 5% de cada mesada pensional que pague el Fondo, incluidas las mesadas adicionales, 

como aporte de los pensionados. […]”  

 

Así pues, es claro que, por autoridad de la citada Ley es el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, la Entidad encargada de descontar el 5% de cada mesada pensional cancelada, incluyendo las 

mesadas adicionales cualquiera que sea su naturaleza. 

 

Posteriormente, la Ley 812 de 2003 en su artículo 81 previó que, el régimen de cotización de los docentes que 

se encuentren afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, sería el contenido en las 

Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003: 

 

“[…] El valor total de la tasa de cotización por los docentes afiliados al Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio corresponderá a la suma de aportes que para salud y 

pensiones establezcan las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución que 
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exista para empleadores y trabajadores. La distribución del monto de estos recursos la hará el 

Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, en lo correspondiente 

a las cuentas de salud y pensiones.  

 

El régimen salarial de los docentes que se vinculen a partir de la vigencia de la presente ley, será 

decretado por el Gobierno Nacional, garantizando la equivalencia entre el Estatuto de 

Profesionalización Docente establecido en el Decreto 1278 de 2002, los beneficios 

prestacionales vigentes a la expedición de la presente ley y la remuneración de los docentes 

actuales frente de lo que se desprende de lo ordenado en el presente artículo.  

 

El Gobierno Nacional buscará la manera más eficiente para administrar los recursos del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, para lo cual contratará estos servicios con 

aplicación de los principios de celeridad, transparencia, economía e igualdad, que permita 

seleccionar la entidad fiduciaria que ofrezca y pacte las mejores condiciones de servicio, 

mercado, solidez y seguridad financiera de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la 

Ley 91 de 1989. En todo caso el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio se 

administrará en subcuentas independientes, correspondiente a los recursos de pensiones, 

cesantías y salud. […]” 

 

El inciso 4° del artículo 81 de la Ley 812 de 2003, fue declarado exequible por la Corte Constitucional en 

Sentencia C-369 del 27 de abril de 2004, M.P. Dr. Eduardo Montealegre Lynnet; siempre que dicho precepto 

sea interpretado así: 

 

“...6- La interpretación del actor, según la cual, la norma acusada tendría como efecto 

incrementar la cotización en salud de los docentes oficiales pensionados, es razonable pues es 

compatible con el tenor literal y el sentido general del artículo 81 de la Ley 812 de 2003 

parcialmente acusado. Así, es cierto que el inciso primero de esa disposición señala que el 

régimen prestacional de los docentes que se encuentren vinculados al servicio público educativo 

oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la 

entrada en vigencia de la Ley, lo cual parecería indicar que la disposición no se aplica a quienes 

se hubieran pensionado con anterioridad a la Ley del plan. Sin embargo, una cosa es el régimen 

prestacional, que hace relación a los beneficios de que gozan los afiliados, y otra el régimen 

de cotización, que está regulado específicamente por el inciso cuarto de ese artículo, que es 

el acusado, y que señala que la cotización de todos los docentes afiliados al Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio – sin que la norma establezca ninguna excepción - 

`corresponderá a la suma de aportes que para salud y pensiones establezcan las Leyes 100 de 

1993 y 797 de 2003, manteniendo la misma distribución que exista para empleadores y 

trabajadores ́. Ahora bien, dentro de los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio se encuentran los docentes pensionados que reciben su mesada de 

dicho fondo, pues así lo prevé la Ley 91 de 1989. Es pues válido entender que dichos 

pensionados deberán, de ahora en adelante, cancelar la cotización prevista por las Leyes 100 

de 1993 y 797 de 2003.” 

 

Aunado a lo anterior, es preciso señalar lo dispuesto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, así:  
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“Monto y distribución de las Cotizaciones. La cotización obligatoria que se aplica a los afiliados 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud según las normas del presente régimen, será 

máximo del 12% del salario base de cotización el cual no podrá ser inferior al salario mínimo. 

Dos terceras partes de la cotización estarán a cargo del empleador y una tercera parte a cargo 

del trabajador. Un punto de la cotización será trasladado al Fondo de Solidaridad y Garantía 

para contribuir a la financiación de los beneficiarios del régimen subsidiado. 

    

El Gobierno Nacional, previa aprobación del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud, 

definirá el monto de la cotización dentro del límite establecido en el inciso anterior y su 

distribución entre el Plan de Salud Obligatorio y el cubrimiento de las incapacidades y licencias 

de maternidad de que tratan los artículos 206 y 207 y la subcuenta de las actividades de 

Promoción de Salud e investigación de que habla el artículo 222. 

 

PARÁGRAFO  1º. La base de cotización de las personas vinculadas mediante contrato de trabajo 

o como servidores públicos, afiliados obligatorios al Sistema General de Seguridad Social en 

Salud, será la misma contemplada en el Sistema General de Pensiones de esta Ley.” 

 

De igual manera, es importante resaltar el parágrafo primero transitorio del Acto Legislativo 01 de 2005, el 

cual dispuso que: 

 

“El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al 

servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en las disposiciones legales 

vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y lo preceptuado en 

el artículo 81 de esta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir de la vigencia 

de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las leyes del Sistema 

General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003". 

 

Así, el régimen pensional de todos los docentes vinculados al servicio público educativo oficial sería el 

establecido con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003, es decir, la Ley 91 de 1980, misma 

que estipula que en dicho descuento deben estar incluidas las mesadas adicionales.  

 

Además, es claro que la Ley 812 de 2003 modificó la norma únicamente respecto del personal docente lo 

correspondiente al porcentaje destinado a aportes de salud, mas no modificó su régimen pensional.  

 

Posteriormente, la Ley 1250 de 2008, en su artículo 1 adicionó al artículo 204 de la Ley 100 de 1993: 

 

“Artículo 1o. Adiciónese el siguiente inciso al artículo 204 de la Ley 100 de 1993, modificado por 

el artículo 10 de la Ley 1122 de 2007, el cual se entenderá incluido a continuación del actual 

inciso primero, así: 

 

“Artículo 204. Monto y distribución de las cotizaciones. (…) La cotización mensual al régimen 

contributivo de salud de los pensionados será del 12% del ingreso de la respectiva mesada 

pensional”, (…)” 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0812_2003_pr001.html#81
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr004.html#204
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1122_2007.html#10
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1122_2007.html#204
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Corolario de lo expuesto, con fundamento a lo dispuesto por la Ley 812 de 2003, se dio un amplio alcance al 

régimen de cotización en salud previsto en la Ley 100 de 1993 a los docentes afiliados al FOMAG, situación 

que conllevó que a los mismos se les aumentará el monto de cotización al sistema de salud respecto de su 

mesada pensional, pues de un descuento del 5% previamente señalado en la Ley 91 de 1989 se pasaría a 

reducir un 12% previsto por el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, sin embargo, dicha disposición no implica 

que este descuento no pueda efectuarse a las mesadas adicionales que estos devenguen.  

 

Por último, la Sección Cuarta del H. Consejo de Estado en Sentencia de 16 de diciembre de 2015 dentro del 

expediente radicado N° 2015-02164-00, manifestó: 

 

“En lo relacionado con los descuentos efectuados sobre las mesadas adicionales de junio y 

diciembre, dichos descuentos son legales, puesto que los docentes afiliados al FOMAG gozan de 

un régimen pensional excepcional y a su vez el artículo 81 de la Ley 812 de 2003 previó que 

deben efectuar los aportes en salud, conforme con lo previsto en las leyes 100 de 1993 y 797 de 

2003, esto es, bajo el régimen general del (12%), por lo que no existe ninguna norma que exima 

a los docentes de efectuar los aportes en salud sobre las mesadas adicionales.” 

 

Por sí lo anterior fuera poco, no se puede perder de vista que las cotizaciones efectuadas por los afiliados 

al Sistema General de Seguridad Social en Salud son de naturaleza tributaria, y en virtud de ello se 

consideran contribuciones parafiscales. Sobre este tópico, el Tribunal Administrativo de Boyacá 

mediante sentencia dentro del expediente con radicación 15001 3333 001 2016 00138-01, nos dejó las 

siguientes enseñanzas: 

 

“Las cotizaciones de los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud son de 

naturaleza tributaria, se consideran como contribuciones parafiscales4. En este sentido cabe 

traer a colación la sentencia proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado con ponencia 

del Consejero Doctor Hugo Fernando Bastidas Barcenas, proferida el 3 de diciembre de 2009, 

en el proceso con Radicación número: 76001-23-31-000-2005-04897-01(17122); dijo: 

 

" ...ha sido criterio reiterado de la Corte Constitucional que del artículo 48 de la Carta Política 

se deriva que los recursos de la seguridad social son recursos parafiscales de destinación 

específica. Esa doctrina judicial la viene planteado desde el año 1997, no surge a partir de la 

sentencia C-1040 de 2003. 

 

En efecto, frente al carácter parafiscal de los recursos de la seguridad social en salud y su 

destinación específica, en la sentencia C-1040 del 2003, la Corte reiteró la doctrina de las C-577 

de 1997, SU-480 de 1997, T-569 de 1999 y C-821 de 2001. Al respecto consideró: 

 

"La cotización para la seguridad social en salud es fruto de la soberanía fiscal del Estado. Se 

cobra de manera obligatoria a un grupo determinado de personas, cuyos intereses o 

necesidades en salud se satisfacen con los recursos recaudados. Los recursos que se captan a 

través de esta cotización no entran a engrosar las arcas del presupuesto Nacional, pues tienen 

una especial afectación, y pueden ser verificados y administrados tanto por entes públicos 
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como por personas de derecho privado. La tarifa de la contribución no se fija como una 

contraprestación equivalente al servicio que recibe el afiliado, sino como una forma de 

financiar colectiva y globalmente el sistema Nacional de seguridad social en salud. 

 

"Las características de la cotización permiten afirmar que no se trata de un impuesto, dado que 

se impone a un grupo definido de personas para financiar un servicio público determinado. Se 

trata de un tributo con destinación específica, cuyos ingresos, por lo tanto, no entran a engrosar 

el Presupuesto Nacional. La cotización del sistema de salud tampoco es una tasa, como quiera 

que se trata de un tributo obligatorio y, de otra parte, no genera una contrapartida directa y 

equivalente por parte del Estado, pues su objetivo es el de asegurar la financiación de los entes 

públicos o privados encargados de prestar el servicio de salud a sus afiliados.  

 

"Según las características de la cotización en seguridad social, se trata de una típica 

contribución parafiscal, distinta de los impuestos y las tasas. En efecto, constituye un gravamen 

fruto de la soberanía fiscal del Estado, que se cobra de manera obligatoria a un grupo de 

personas cuyas necesidades en salud se satisfacen con los recursos recaudados, pero que 

carece de una contraprestación equivalente al monto de la tarifa. Los recursos provenientes de 

la cotización de seguridad social no entran a engrosar las arcas del presupuesto Nacional, ya 

que se destinan a financiar el sistema general de seguridad social en salud". 

 

Enfáticamente sobre el mismo punto en la sentencia C- 821 de 2001, afirmó: "Los recursos del 

Sistema de Seguridad Social en Salud son rentas parafiscales porque son contribuciones que 

tienen como sujeto pasivo un sector específico de la población y se destinan para su beneficio, 

y conforme al principio de solidaridad, se establecen para aumentar la cobertura en la 

prestación del servicio de salud. El diseño del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

define en forma específica los destinatarios, los beneficiarios y los servicios que cubre el Plan 

Obligatorio de Salud, todos elementos constitutivos de la renta parafiscal" (...)" Resaltado fuera 

de texto. 

 

Así entonces, el régimen pensional regula el pago de la cotización en salud como parte del mismo, 

ella es una contribución parafiscal definida como gravamen con carácter obligatorio por la ley para 

un determinado sector, en que tales recursos se utilizan en su beneficio, tal como lo dispone el 

artículo 2 de la Ley 225 de 1995. Las contribuciones parafiscales no son otra cosa que un 

instrumento de intervención del Estado en la economía destinado a extraer recursos de un sector 

económico, para ser invertidos en el propio sector, al margen del presupuesto nacional, en donde 

su afectación a un propósito específico es su característica fundamental.” 

 

En el mismo sentido y siguiendo con la línea trazada el Honorable Consejo de Estado profirió sentencia de 

unificación SUJ-024-CE-S2-2021 y se refirió puntualmente en el sentido de precisar que son procedentes los 

descuentos con destino a salud en el porcentaje del 12% señalado en el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, 

así como las normas que lo modifiquen, de las mesadas adicionales de junio y diciembre de los docentes. Lo 

anterior por cuanto el artículo 8 de la Ley 91 de 1989 les impuso el deber de contribuir con el aporte del 5% 

al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, incluso con la deducción de las mesadas 

adicionales. Más adelante, la Ley 812 de 2003, en el artículo 81, incrementó el porcentaje al 12%, al hacer 
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remisión a las disposiciones generales de la Ley 100 de 1993, particularmente a los porcentajes de los aportes 

señalados en el artículo 204 de la Ley 100 de 1993, los cuales se deducen de todas las mesadas pensionales, 

incluso de las adicionales 

 

Caso en concreto 

 

Aterrizando al caso en concreto, teniendo en cuenta que la accionante se vinculó como docente antes la 

entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, se puede colegir que de acuerdo a la pauta interpretativa fijada 

por la Sala de consulta y servicio Civil el Consejo de Estado, los descuentos efectuados sobre su mesada 

adicional de diciembre se encuentran ajustados a derecho. 

 

Así la cosas y si bien el monto para calcular su cotización se encuentra fijado en la Ley 812 ibídem, es la Ley 91 

de 1989 la que regula el régimen pensional aplicable a su caso, y en ella se autoriza el descuento de un 5% 

sobre cada mesada adicional pensional devengada por la beneficiaria, incluyendo las adicionales, con el fin de 

financiar la prestación de los servicios de salud. 

 
IMPOSIBILIDAD DE PERCIBIR CATORCE MESADAS PENSIONALES 
 
el reconocimiento de la mesada 14 implica la observancia de los distintos presupuestos fijados por el acto 
legislativo 01 de 2005, que en lo referente al tema consagró: 
 

Las personas cuyo derecho a la pensión se cause a partir de la vigencia del presente Acto 
Legislativo no podrán recibir más de trece (13) mesadas pensionales al año. Se entiende que 
la pensión se causa cuando se cumplen todos los requisitos para acceder a ella, aun cuando no 
se hubiese efectuado el reconocimiento". […] 
 
 "Parágrafo transitorio 6o. Se exceptúan de lo establecido por el inciso 8o. del presente 
artículo, aquellas personas que perciban una pensión igual o inferior a tres (3) salarios 
mínimos legales mensuales vigentes, si la misma se causa antes del 31 de julio de 2011, 
quienes recibirán catorce (14) mesadas pensionales al año. (Negrillas fuera del texto) 

 
De lo anterior, se colige que con posterioridad a la expedición del acto legislativo 001 de 2005 se proscribió la 
posibilidad de obtener más de trece mesadas pensionales, previéndose una salvedad, que en todo caso se 
encuentra limitada a una causación temporal, es decir, a que la persona perciba una pensión igual o inferior 
a tres (3) salarios mínimos legales mensuales vigentes y que la misma se causa antes del 31 de julio de 2011. 
 
Así, es claro que el reconocimiento de la mesada 14 solamente opera para aquellos pensionados que hayan 
causado su derecho antes de la entrada en vigencia del citado acto legislativo o en su defecto, a aquellos 
reconocimientos posteriores, siempre y cuando el beneficiario de dicha prestación perciba menos de tres 
salarios mínimos por mesada pensional. 
 
Frente a la materia, el Consejo de estado en el concepto del año 2007 fue claro a la hora de señalar que sin 
importar la clase de vinculación ni el régimen que lo cobije, a los docentes se les aplica la reforma 
constitucional tal y como fue concebida por el legislador4, sobre el particular expresó: 
 

                                                           
4 Tribunal Administrativo de Boyacá. M.P Luis Ernesto Arciniegas Triana. Rad. 15001333301020140012601. 

Tunja.  9 de agosto de 2017. 
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“Los docentes del sector oficial, nacionales, nacionalizados y territoriales, que causen el derecho 
a la pensión de jubilación o vejez a partir del 25 de julio del 2005, fecha de entrada en vigencia 
del Acto Legislativo No. 1 del 2005, no tienen derecho a la mesada pensional adicional del mes 
de junio de que tratan el artículo 142 de la ley 100 de 1993 y la ley 238 de 1995. Se exceptúan 
los docentes que causen el derecho a la pensión antes del 31 de julio del 2011, si su mesada 
pensional es igual o inferior a tres salarios mínimos legales vigentes, según lo establece el 
parágrafo transitorio 6º del artículo 1º del Acto Legislativo en mención”5 

 
CASO CONCRETO 

 

En el sub lite, se encuentra acreditado que al docente no le asiste el derecho solicitado, en vista a que en la 
Resolución No. 1710 del 05 de SEPTIEMBRE de 2018, se tiene que el reconocimiento el status de pensionado 
fue adquirido el 16 de marzo 2017, es decir, con posterioridad a la vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005, 
sin que su situación se acomode a la disposición de excepción normativa independientemente del valor de la 
mesada.  
 
Por lo que queda claro que no hay vocación de prosperidad en lo que concierne al reconocimiento de la 
disfrazada mesada catorce, en atención a que no se cumplen la totalidad de los lineamientos para su 
causación en los términos del Acto legislativo 001 de 2005, es así que, su reconocimiento pensional se causó 
en el lapso posterior al fijado por el legislador y que el monto de su mesada pensional es de más de 3 SMLMV. 
 

II. EXCEPCIONES DE MERITO 

 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

I. LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS ATACADOS DE NULIDAD 

 

Los actos Administrativos emitidos por la entidad se encuentran ajustados a derecho, se profirió en estricto 

seguimiento de las normas legales vigentes ya aplicables al caso de la demandante, sin que se encuentre 

viciado de nulidad alguna. 

 

III. EXCEPCIÓN DE COBRO DE LO NO DEBIDO. 

 

El Acto legislativo 001 de 2005, es claro en establecer pautas de interpretación frente a todo tipo de 

requerimiento pensional, por ende, no hay vocación de prosperidad en lo que concierne al reconocimiento 

de la disfrazada mesada catorce, en atención a que no se cumplen los lineamientos para su causación en los 

términos del Acto legislativo 001 de 2005, es así que, si bien el reconocimiento pensional se causó en el lapso 

temporal fijado por el legislador. 

 

Así las cosas, las decisiones de la administración se encuentran ajustadas a derecho. 

 

IV. EXCEPCIÓN DE SOSTENIBILIDAD FINANCIERA. 

 

                                                           
5 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. C.P Enrique Jose Arboleda. Rad. 11001-03-06-000-

2007-00084-00(1857). Bogotá. 22 de noviembre de 2007. 
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Al respecto, cabe mencionar que conforme con el Acto Legislativo 03 de 2011 el Estado fortalece la 

normatividad referente al principio del equilibrio financiero consagrado en el artículo 48 de la Constitución 

Política de Colombia, debido a que obligó a todos los órganos y ramas del poder público a orientar sus 

actividades dentro de un marco de sostenibilidad fiscal.  

 

En tal sentido, el Acto Legislativo 01 de 2005, afirmó que los principios de sostenibilidad financiera, y 

sostenibilidad fiscal tenían un rango constitucional, lo cual implicó que cada ley que se expida con 

posterioridad a éste, deberá regirse por un marco de sostenibilidad de las disposiciones que allí se establezcan. 

Es decir, determinó que las decisiones que se tomaran en vigencia de dichos actos legislativos debían fundarse 

en la protección de estos principios de carácter constitucional a fin de no contrariar a la carta magna, ello 

teniendo como horizonte los fines sociales del Estado. 

 

V. EXCEPCIÓN DE BUENA FE. 

 

Tal como se especificó en el oficio de respuesta y en la resolución mediante la cual se reconoció la prestación 

"En virtud de lo que dispone el acto legislativo de 2005, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, no podrá realizar otra disposición económica a la que ya se hizo con la expedición de la pensión 

de jubilación. De igual manera actúa de buena fe la entidad, cuando es respetuoso de la legislación existente 

en materia de pensiones, con base en nuestro ordenamiento Constitucional y Procedimental aplicando a cada 

caso en particular la legislación vigente para así satisfacer las necesidades de todos los asegurados, 

salvaguardando constantemente el erario. 

 

Conforme a lo anterior, es clara la efectiva prosperidad de las excepciones. 

 

EXCEPCIÓN GENÉRICA: 

 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, frente a los 

poderes oficiosos del juez en necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de los hechos que 

configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si el juez encuentra probados 

los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente, en consonancia con lo estipulado en el 

artículo 282 del Código General del Proceso aplicable en lo Contencioso Administrativo  de conformidad con 

el artículo 187 de la Ley 1437 de 2011. 

 

En efecto, solicito al señor juez ordenar de oficio la práctica de las pruebas pertinentes, así como declarar 

oficiosamente, las excepciones que aparezcan probadas de conformidad con el ordenamiento procesal. 

 

PETICIONES 

 

Respetuosamente solicito: 

 

1. Se nieguen las pretensiones en cuanto a re liquidar la pensión de jubilación, con la inclusión de todos 
los factores salariales pretendidos ya que el artículo 3ro del decreto 3752 de 2003, indica que la base 
de liquidación de las prestaciones sociales que se causen con posterioridad a la expedición de la ley 
812 de 2003, a cuyo pago se encuentre obligado el FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES 
DEL MAGISTERIO, no podrá ser diferente a la base de cotización sobre la cual se realiza aportes al 
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docente y en este sentido también se refirió expresamente la SUJ 014 de 25 de abril en 2019 en 
donde se refirió puntualmente al tema de factores salariales del personal docente y donde determino 
que dependiendo al régimen que pertenezcan los factores que se deber incluir son los previstos en 
la ley 62 de 1985 y la ley 1158 de 1994 y sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones. 
 

2. Se nieguen las pretensiones de la demanda en cuanto al reconocimiento de la prima de mitad de año 
contenida en la Ley 91 de 1989, por cuanto se opone a las disposiciones del acto legislativo 001 de 
2005. 
 

3. Solicito se oficie a la UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES (UGPP) quien es la encargada 
de reconocer y pagar la Pensión gracia a los docentes a fin de que certifique si los demandantes son 
o no acreedores de esta prestación. 

 
4. Solicito se nieguen las pretensiones de la demanda en cuanto a los descuentos efectuados por 

concepto de salud sobre las mesadas adicionales de junio y diciembre, pues se encuentran ajustados 

a la normativa vigente y a la jurisprudencia del Consejo de Estado. 

 

5. Condenar en costas y agencias en derecho a la parte Demandante. 
 

III. ANEXOS 

 

Memorial poder de sustitución conferido a la suscrita, junto con la representación Legal. 

 

NOTIFICACIONES 

 

EL MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL las recibirá por intermedio de la Señora Ministra de Educación, en 

la Calle 43 # 57-14, Centro Administrativo Nacional (CAN), Bogotá D.C., y/o en el correo o dirección electrónica, 

exclusivamente para notificaciones judiciales: notificacionesjudiciales@minieducacion.gov.co. 

 

EL FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUPREVIORA en la secretaria de 

su despacho o en Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en el correo electrónico notjudicial@foduprevisora.com.co  y 

procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co.   

Y La suscrita apoderada, las recibiré en la secretaria de su despacho o en Calle 72 N° 10 – 03 piso 4, y/o en el 

correo electrónico  t_lreyes@fiduprevisora.com.co. 

Del señor Juez, 

 

 

_________________________ 

LINA PAOLA REYES HERNANDEZ 

C.C 1118528863 de Yopal  

T.P 278.713del C.S.J. 

Unidad Especial de Defensa Judicial FOMAG 

Vicepresidencia Jurídica 

Calle 72 No. 10-03  
 “Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada 

continua”. 

Las funciones del Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera 

agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de  dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus 

Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación  3. Domicilio (dirección y ciudad) 4. Descripción de los 

hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App “Defensoría del Consumidor Financiero" disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por  Play Store o por App Store. 
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